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    Ninguna sociedad puede prosperar y ser feliz si la mayoría de sus miembros son pobres y desdichados.


    Adam Smith


     


    La idea de una sociedad en la que los únicos vínculos son las relaciones y los sentimientos que surgen del interés pecuniario es esencialmente repulsiva.


    John Stuart Mill
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    La actual crisis económica se presenta como una magnífica ocasión para desmantelar el modelo del Estado de bienestar, vigente durante más de sesenta años en Europa Occidental y que, de manera más tardía y en formas más o menos profundas, se ha ido implantando en la mayor parte del mundo desarrollado. Los que durante años se han esforzado en reducir su papel y desnaturalizarlo bajo la acusación de ser económicamente insostenible encuentran ahora el terreno abonado, pues hay una gran propensión a creer que ha sido el gasto público descontrolado lo que nos ha llevado a la situación en la que estamos. A pesar de tener poco que ver con la realidad, las voces condenatorias de los estados sociales se hacen oír más que las de sus defensores. Poco importa que las causas de la crisis, en sus diversas variantes, tengan relación con burbujas especulativas fruto, justamente, de los delirios desreguladores que consiguieron imponer los partidarios de la liberalización extrema y de los estados «pequeños». Como las doctrinas mayoritarias que fijan las medidas para superar la crisis actual son las mismas que implantaron las recetas económicas que nos trajeron a la situación presente, apuestan decididamente por la reducción del déficit público y la deuda para tranquilizar unos mercados financieros que han vivido y viven en la apoteosis especulativa.


    La historia económica de los últimos ochenta años nos enseña que las políticas de austeridad por sí solas no hacen otra cosa que acentuar la espiral de pobreza. El saneamiento contable de los estados no es garantía de recuperación de la actividad económica ni implica el crecimiento necesario para salir de la recesión y crear ocupación. Justamente en estas últimas ocho décadas hemos visto y experimentado que con el estímulo de la demanda, focalizando la creación de ocupación y con un papel activo del Estado a través de la inversión pública se actúa de manera anticíclica y se supera el ciclo depresivo. Como decía hace poco un comentarista económico, uno de los problemas de nuestros políticos es que no conocen ni saben historia. Por el grado de improvisación y aplicación de medidas contradictorias y fuera de tiempo, tampoco saben mucho de economía.


    Parecería que, justamente, el modelo que conocemos como el Estado de bienestar es lo más adecuado en momentos difíciles como el actual, de cara a impedir una profundización en la pobreza de una parte de la sociedad, evitar la creciente desigualdad y la rotura de la cohesión social, actuar como una garantía de mínimos y proveyendo de ciertos niveles de seguridad al conjunto de la sociedad. No se puede olvidar que los modelos de protección social se crean precisamente en momentos de desorden económico y político.


    El new deal se implantó en Estados Unidos para paliar y contribuir a superar una profunda depresión económica. En Europa, el contexto de derrota posterior a la Segunda Guerra Mundial justifica y pone las condiciones para el gran pacto que dio lugar a la creación del Estado de bienestar en sus diversas modalidades. El problema radica en que llevamos tres décadas de predominio político y económico de planteamientos ultraliberales y neoconservadores que tienen el objetivo ideológico de acabar con este sistema, puesto en cuestión y criticado durante muchos años, sin atreverse a asumir el coste social y político que tendría su liquidación definitiva. La crisis económica actual pone las condiciones justificadoras en la medida que la sociedad está notablemente desarticulada y es propensa a aceptar lo que haga falta, especialmente cuando los que tendrían que ser los defensores de un sistema más igualitario y de cohesión han dado por buenas una parte de las argumentaciones neoliberales, aceptando que el Estado de bienes­tar se tiene que revisar y reformar, eufemismos para justificar su laminado y, lo que es peor, abandonar la filosofía sobre la que se sostenía. Hace poco lo decía Paul Krugman en una entrevista en La Vanguardia con Xavier Sala-Martín, a raíz de las exigencias del Banco Central Europeo de condicionar las ayudas financieras a los recortes del Estado de bienestar en algunos países: «No lo hacen porque crean que esto contribuirá a salir de la crisis. Lo hacen porque odian profundamente el Estado de bienestar».


    Es fundamental entender que el debate sobre el Estado de bienestar y sobre las políticas intervencionistas del Estado en la economía es un debate básicamente ideológico y político y, solo de manera subordinada, tiene carácter económico o técnico. La eficacia como sistema y su viabilidad económica queda suficientemente justificada por décadas de implantación y funcionamiento en las cuales los países que han hecho la apuesta han vivido su mejor época histórica de prosperidad material y de satisfacción social, eso sí, con un elevado grado de redistribución de la riqueza y del bienestar y poniendo límites a la concentración de la renta. Unos beneficios que han sido fundamentalmente colectivos, sociales y que limitaron, aunque no impidieron, el extremado enriquecimiento individual en la medida que este se hace en detrimento del desarrollo del conjunto. Una vez abandonados los sueños del socialismo revolucionario con pretensiones igualitaristas, sin propiedad privada y abandonadas también las pretensiones del Estado corporativo totalitario, la disyuntiva política y social oscila entre proyectos que priorizan el individualismo y la desigualdad como motor de la sociedad, fomentando aquellos proyectos que hacen compatible la libertad y la iniciativa individual, con un cierto grado de nivelación que garantice la igualdad de oportunidades. Se plantea la disyuntiva de inclinarse hacia economías regidas exclusivamente por el mercado y sociedades competitivas, que contribuyan a la desigualdad y a la exclusión de una gran parte de la población; o bien, hacia economías con un cierto grado de regulación que estén al servicio de sociedades niveladas, cohesionadas e inclusivas.


    Como intentaremos explicar, el Estado de bienestar es una construcción histórica, que fue posible en unas coordenadas económicas, políticas y sociales concretas, que se dieron especialmente en Europa Occidental al acabar la Segunda Guerra Mundial. Su despliegue, su profundidad, y también sus resultados, tienen que ver con las especificidades de cada país. Las hegemonías políticas eran diferentes en Suecia o en Gran Bretaña por ejemplo, como también lo eran las mentalidades y el grado de cohesión social preexistentes. A pesar de la diversidad de los modelos de bienestar que se ponen en marcha, los resultados en términos de crecimiento económico, de seguridad y de nivelación social son espectaculares en todos los casos, si se tiene en cuenta cuál era la situación de derrota de la cual se partía, especialmente notoria en Alemania. En buena parte de los países democráticos de Europa Occidental se dieron las condiciones para un gran pacto político entre la socialdemocracia, que ya había abandonado las pretensiones revolucionarias y consideraba que la justicia social se podía adquirir gradualmente a través de la acción parlamentaria y gubernamental, y una derecha liberal-conservadora, mayoritariamente democratacristiana, que había abandonado los objetivos más clasistas y consideraba que un estado social podía ser un buen antídoto contra las pretensiones revolucionarías de los trabajadores, toda vez que la revolución de Marx había triunfado en Rusia y podría tener un efecto contagio. Pero hubo también un pacto social entre los trabajadores industriales, representados por la socialdemocracia y los sindicatos obreros, con unas clases medias que entendían que el estado social también les beneficiaría y que, al menos, les daría seguridad y estabilidad social y política. A este consenso necesario para que el modelo social fuera asumido por los dos lados de la balanza política, hay quien llega desde considerandos de justicia social, y otros, desde visiones compasivas o incluso puramente pragmáticas. En cualquier caso, el llamado modelo social europeo fue el resultado de estas circunstancias y de estos puntos de vista. No sé si Europa ha sido, en palabras de Jeremy Rifkin, «un gigantesco laboratorio experimental en que todo es posible para repensar la condición humana», pero lo que sí es cierto es que su modelo social fundamentado en el intervencionismo estatal de la economía fue exportado en mayor o menor grado, incluso más allá del mundo occidental.


    Aparte del voluntarismo político inherente a querer construir sociedades más justas, más igualitarias y más cohesionadas en el fundamento del Estado de bienestar y del modelo social europeo, hubo la necesidad de un intervencionismo estatal en la economía que regulara las disfunciones del mercado que, como se había puesto de manifiesto en la depresión de los años treinta, tendía a la sobreproducción en la misma medida que la desigualdad en la distribución de la renta significaba el subconsumo y el debilitamiento de la demanda agregada. La aportación de Keynes fue fundamental, no solo porque explicaba hacia dónde llevaban los mercados totalmente desregulados, sino también porque ponía en relación la necesidad de políticas redistributivas que limitaran la tendencia a la polarización de la renta en los extremos, con el crecimiento económico, la plena ocupación y el bienestar. Vinculaba lo que era deseable socialmente con lo que era necesario económicamente. Por eso, las políticas económicas keynesianas —la economía de la demanda—, y el despliegue del Estado de bienestar estuvieron absolutamente ligados y fueron interdependientes. Constituyeron la base del crecimiento económico y del nivel de bienestar social del que el mundo occidental, y especialmente Europa, ha disfrutado durante décadas. El impulso liberal, que desde la década de los ochenta pone en cuestión y critica la validez del modelo keynesiano, fue el primer paso para poner en cuestión el modelo socialmente integrador que había prevalecido. Las políticas económicas neoliberales practicadas por los nuevos conservadores, pero también por las terceras vías procedentes de la socialdemocracia —economía de la oferta—, son incompatibles filosófica y técnicamente con el sistema de prestaciones y seguridades del Estado de bienestar. Si su liquidación no fue inmediata, fue debida a que la dependencia electoral requería de una cierta moderación si no se quería pagar un elevado precio político. Solo era una cuestión de tiempo.


    El concepto del Estado de bienestar se formaliza y se convierte en propuesta política y en modelo general de Estado y de organización social a partir de 1945. Expresa más una idea genérica, o una tendencia, que un programa plenamente definido. Se entendía que el Estado proporcionaba ciertos servicios al conjunto de la ciudadanía, les ofrecía garantías y una cierta protección en pro de generar sociedades más inclusivas que las que había generado el capitalismo hasta entonces. Estas preocupaciones sociales y el mismo concepto en sí, tienen precedentes notorios antes de imponerse a la luz del estado de ánimo general que provocó la Segunda Guerra Mundial. Lo que sí era compartido era la necesidad de un intervencionismo regulador del estado en la economía cuyos aspectos cruciales eran evitar el paro, la caída de la demanda, la desigualdad social y la proliferación de la pobreza.


    La pretensión de este trabajo es explicar la construcción histórica del Estado de bienestar, así como los fundamentos económicos y políticos sobre los que se estableció. Nos interesa analizar el sustrato ideológico y económico que lo hace posible e ilustrar el hecho de que es un modelo social y económico que tiene, desde los inicios, sus detractores. Unos planteamientos críticos que se volverán hegemónicos en el terreno político y del pensamiento económico, que persiguen el laminado y liquidación del sistema, a pesar de sus buenos resultados. Nuestra pretensión no consiste en hacer una defensa acrítica del Estado de bienestar como un modelo cerrado, incuestionable y que no tiene que ser sometido a revisión. Es evidente que algunos programas del Estado de bienestar han resultado más eficientes que otros, que algunos planteamientos pueden haber generado efectos perversos, que lo que ha sido válido en un momento y un lugar, no tiene por qué serlo en otros contextos. Parece lógico que la misma conceptualización del modelo social europeo requiera y tenga mecanismos de reforma, de revisión y de adecuación para hacerlo eficiente, viable y sostenible. Pero es evidente, también, que el debate general sobre el tema, a pesar de utilizar los mismos términos, tiene mucho que ver con el interés notorio para suprimirlo, en base a sucesivos procesos de adelgazamiento. La crisis financiera y económica actual se presenta como la evidencia del fracaso para sus detractores, pero también como una oportunidad para la liquidación definitiva del modelo social europeo.


    Asimismo, es notoriamente evidente que la configuración interna de las sociedades europeas y occidentales ha cambiado bastante desde 1945 precisamente, y en buena parte, gracias al funcionamiento de las políticas niveladores del Estado de bienestar. El pacto entre los trabajadores y las clases medias, que está en la base del consenso fundamental de este modelo, ya no puede ser el mismo en la medida en que la composición social básica de las sociedades europeas está relacionada justamente con las muy diversas tipologías de las clases medias y su gran diversidad cultural. El que se requiere del estado asistencial es ahora menos básico y más complejo, más sofisticado si se quiere. Y el Estado tiene que responder a estas nuevas demandas si se pretende renovar el consenso básico que haga posible sociedades integradoras. Al fin y al cabo, las ideologías políticas clásicas y el mismo sistema de partidos políticos son poco clarificadores sobre la disyuntiva planteada: ¿se quiere una sociedad cohesionada y nivelada, donde la economía esté al servicio del bienestar general, o bien se pretende un conjunto de normas básicas de convivencia a partir de las cuales el individualismo se manifieste a través de la acumulación de riqueza y donde la desigualdad se convierta en el motor de la sociedad?
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    Sin recurrir al comunitarismo religioso medieval de cátaros, valdenses o albigenses, ni tampoco a la frustrada vía del reformismo protestante, antiseñorial y colectivizador de Thomas Müntzer y el movimiento de los anabaptistas, fue en el marco de la Ilustración francesa donde se formularon las primeras ideas en relación con un poder político que se ocupara de la felicidad y el bienestar del conjunto de los ciudadanos. No fue tanto una preocupación de los grandes nombres de la Ilustración (Montesquieu, Voltaire, Rousseau), imbuidos de los planteamientos individualistas de John Locke (que entendía el Estado solo como un ejecutor de funciones para preservar la libertad, el derecho a la propiedad privada y la seguridad), sino más bien del sector radical (la «gente peligrosa», como los denomina Philip Blom) que se movía en el entorno de Diderot y del Barón de Holbach, los cuales representaban una vía ilustrada que, por conveniencia, se ha quedado en los márgenes de la historia del pensamiento. Un conjunto de pensadores que formaban la coquerie holbachienne y que, en medio de comidas pantagruélicas regadas por excelentes vinos de Burdeos, se acercaron al abismo que significaba plantear un mundo sin Dios, donde la condición humana se movía entre la búsqueda del placer (ahora despenalizada) y el temor y la huida del dolor. La nueva sociedad que imaginaban y que querían impulsar con sus libros no podía ser la de la desigualdad que preconizaba el despotismo. A pesar de que su obra gira en torno a la condición humana y hace pocas incursiones en temas políticos, Denis Diderot esboza un gobernante que se tiene que preocupar del conjunto de la sociedad y remarca la importancia de que todo el mundo tenga acceso a la educación. No es extraño que su obra inspirara a Noel Babeuf y al movimiento de los Iguales, que plantearon (y fracasaron) el enfoque más socializante durante la Revolución francesa.


    1.1. Preocupaciones sociales y el estado social de Bismarck


    En el siglo xix, a medida que el progreso de la industrialización evidenciaba la paradoja que la gran capacidad de generar riqueza que permitía el maquinismo, la dimensión y la cantidad de gente pobre era cada vez mayor. En Inglaterra, donde Dickens mostraba estos contrastes en sus novelas, se acometen formas de asistencia social pública que amplían las ancestrales leyes de los pobres (poor laws), e introducen el concepto de «responsabilidad social» en relación con los económicamente excluidos. Unas leyes, por otro lado, duramente criticadas por los abanderados de la responsabilidad individual que impulsaba el liberalismo, que las consideraban un desincentivo para los pobres a intentar superar su situación. El economista David Ricardo criticaba de manera bastante explícita el papel del Estado en relación con las clases populares, a las cuales creía que había que extender el ideal humano de independencia y competencia económica. Apostaba por la derogación de las «leyes de pobres» porque frenaban el estímulo a que estos se defendieran a sí mismos. Para él, las ayudas sociales fomentaban la pereza, la imprevisión y hacían aumentar la población por encima de los medios de vida de los que se disponía. No dejaba de exigir a los pobres un comportamiento económico racional. 


    Los mismos temores expresaba el padre de la demografía, Thomas Malthus, que culpaba la legislación social de fomentar una natalidad irresponsable y de provocar un crecimiento demográfico tendente a superar el techo alimentario y, por lo tanto, estaba en el origen de las crisis demográficas que de vez en cuando volvían a resituar el nivel de población dentro de las posibilidades del sistema económico. Partidario de la derogación de la legislación protectora de la pobreza, Malthus argumentaba que las ayudas no mejoraban la situación de los pobres, sino que, además, empeoraban la situación de la sociedad en su conjunto. Cierto es que el crecimiento demográfico británico, tan necesario para proporcionar mano de obra masiva a la incipiente revolución industrial, acabó desbordando largamente estas necesidades. En la segunda mitad del siglo xix eran las innovaciones técnicas y el aumento de la productividad lo que mantenía el crecimiento de los niveles de producción. Las bolsas de pobreza y de parados en las ciudades inglesas preocupaban a la gente de orden que veía en ellas el germen de una explosión social. Aunque no como única razón, el nuevo colonialismo que se pondría en marcha en el último tercio del siglo xix tendría mucho que ver con la necesidad de proporcionar salida y nuevos horizontes a esta población excluida. Lo captó y expresó de manera muy clara el explorador Cecil Rhodes cuando, en 1880, comprendió el potencial de la rebelión de las masas de parados ociosos, y afirmó, de manera gráfica, que el colonialismo para Gran Bretaña era «una cuestión de estómago».


    En Francia, las preocupaciones sociales se habían manifestado de manera muy clara durante la revolución romántica y democrática de 1848. Las demandas de las clases populares iban en la línea de exigir trabajo y la creación de Talleres Nacionales. El obrerismo se convertía en un agente social de creciente importancia. Durante el Segundo Imperio, el republicanismo, además de conseguir derogar la ley Le Chapelier de 1791, que prohibía los gremios y asociaciones, abogaba por un estado social que se conceptualizará con el nombre de État-Providence. Son los años del acentuado contraste entre el bienestar logrado por la burguesía y la miseria y la dureza de las condiciones de trabajo de los obreros, que Émile Zola retrata con detallada precisión en Germinal. Años también de eclosión de planteamientos emancipadores y anticapitalistas diversos, a los que Marx, con exceso de soberbia, calificó de «socialistas utópicos». Del reformismo bastante ingenuo de Saint Simon, a la huida hacia las sociedades alternativas de Fourier o Cabet; del antiautoritarismo de Proudhon, a la vía insurreccional de Blanqui; del Manifiesto comunista de Marx y Engels, al anarquismo de Bakunin. Ideologías y estrategias diversas que querían dar respuesta al malestar de las clases subalternas y que fueron configurando un movimiento obrero que quiso llevar a la práctica su utopía, en la experiencia revolucionaria fallida de La Comunne de París, en la primavera de 1871. Diez años después, con el republicanismo en el poder, Jules Ferry estableció en Francia un sistema de enseñanza laica, gratuita y obligatoria.


    Curiosamente, en la muy conservadora Alemania unificada del Segundo Imperio se construye el precedente más claro, aunque incompleto, del Estado de bienestar. Bismarck, el canciller de hierro y protagonista del liderazgo prusiano en la unificación alemana, puso en marcha una política social que combinaba el paternalismo y el autoritarismo en relación con la clase obrera. Preocupado por las influencias socialistas entre los trabajadores y creyendo necesario vincular las clases populares con el nuevo Estado, construyó un sistema de protecciones sociales muy avanzadas a su tiempo, a la vez que reprimía el movimiento socialista con leyes muy restrictivas. La teoría sobre la que se asentaba este planteamiento provenía de una corriente de pensamiento económico universitario que se denominó «socialistas de cátedra», y que tuvo en Gustav Friedrich von Schmoller su máximo representante. Un apelativo, el de «cátedra», que no hacía referencia a posiciones doctrinarias marxistas, sino al hecho de que, a pesar de su conservadurismo crítico con la economía clásica, se planteaba un fuerte intervencionismo del Estado en la economía, con una serie de garantías sociales para los trabajadores para erigir un tipo de corporativismo que hiciera compatibles los diversos intereses de clase. Coincidía este planteamiento con el del partido católico alemán (Zentrum), primer partido católico europeo creado en 1871, imbuido de las ideas iniciales del catolicismo social y que tenía un papel clave en el parlamento alemán con un centenar de diputados. Así, se conceptualizaba un wohlfahrtsstaat que dio lugar en 1883 a un sistema de salud, en 1884 a un sistema de seguros de accidente y en 1889 a un sistema de seguros de invalidez y de vejez. Sistemas que se mantendrían ya hasta el establecimiento del Estado de bienestar contemporáneo.


    De hecho, lo que fue conceptuado como la Segunda Revolución Industrial, obligó a corregir la dinámica general del desarrollo capitalista. El uso intensivo de la mano de obra barata que proporcionaban los grandes contingentes de población que iban del campo a la ciudad y el crecimiento demográfico resultante de la disminución de la mortalidad, se había convertido en un contrasentido. Por un lado, no se requería tanta mano de obra y, por otro, la que se necesitaba además de productora tenía que ser consumidora, hecho que no se podía dar si los salarios se mantenían en el nivel de pura subsistencia. Se empezaba a plantear un dilema, que no se afrontaría de manera concluyente hasta la Depresión de los años treinta de la mano de Keynes, que era cómo casar la lógica microeconómica de mantener bajos los costes de producción para maximizar el beneficio, con el requerimiento macroeconómico de garantizar una demanda suficiente para absorber una producción cada vez más masiva. Keynes lo expresó de manera muy gráfica al decir que «había que proteger el capitalismo de sí mismo». La tendencia a la polarización de las rentas en los extremos hacía inviable el mismo sistema. La centralidad de la dinámica económica de mercado se desplazaba de la oferta hacia la demanda.


    El crecimiento industrial-capitalista de la segunda mitad del siglo xix fue espectacular tanto en cantidad como en calidad. A las nuevas potencias industriales (Alemania, Japón, Estados Unidos, Rusia) que multiplicaban la producción global y la competencia, se añadieron cambios cualitativos que situaban el proceso industrial en un nuevo paradigma. Innovaciones tecnológicas y nuevos procesos productivos mejoraron notablemente el rendimiento. Aparecieron también nuevos sectores industriales como el químico, el eléctrico o el automovilístico. El carbón se vio desplazado en su rol de «pan de la industria» por el gas y el petróleo; y la electrificación supuso la liberación del determinismo de las fuentes de energía en la localización industrial. Nuevos materiales como el acero, el aluminio o el cobre facilitaban la creación de nuevos productos y una producción en masa de bienes de consumo. La mejora y disminución de los costes de transporte permitieron la integración de unos mercados hasta entonces desconectados. Esta época, denominada del capitalismo monopolista, tendrá como consecuencia un grado de competencia tan elevado que se convertirá en motor de la carrera colonial que se pondrá en marcha el último cuarto de siglo, carrera con la que los estados pretendían asegurarse el aprovisionamiento de materias primas, crear mercados cautivos y encontrar destino a los excedentes de capitales para poder mantener unas tasas de beneficio razonables. Una competencia feroz impulsada y protegida por los estados que desembocó en el enfrentamiento bélico de la Primera Guerra Mundial. No es extraño, pues, que aunque fuera de manera incipiente e incompleta se fueran introduciendo reformas sociales tendentes a apaciguar el carácter potencialmente explosivo de las masas de parados, víctimas de las mejoras tecnológicas y del aumento de la productividad. Asimismo, la abolición de las legislaciones restrictivas en relación con los sindicatos permitió que estos, ejerciendo una función de contrapeso, garantizaran un aumento de los niveles salariales que reforzaba la demanda. Unos ciertos grados de protección pública (seguros sociales, salud) no solo funcionaban para promover la paz social, sino también como un salario indirecto que reforzaba la capacidad adquisitiva de las clases populares.


    Combatir la atracción que las ideas socializantes iban adquiriendo entre las clases populares fue, sin duda, una buena razón para introducir reformas sociales en los países industrializados. El malestar obrero había demostrado su potencial revolucionario en Francia durante la revolución de 1848, o ya más maduro, durante la experiencia de La Comunne. La Asociación Internacional de los Trabajadores (AIT) creada en 1864 y que contaba con secciones nacionales, además de servir para los ásperos debates librados entre Marx y Bakunin, expresaba la existencia de un creciente movimiento obrero organizado que ya no solo se movilizaba en pro de la mejora de las condiciones de trabajo y de los salarios, sino que planteaba una nueva sociedad, establecida sobre nuevas bases sociales, económicas y políticas. La crítica a la desigualdad había derivado hacia la exigencia de justicia social. De la mano del establecimiento del derecho sindical, proliferaban en cada país los sindicatos de clase. En 1867 Marx publicó Der Kapital. Y en Alemania, en 1885, se creó el partido socialdemócrata (SPD), el mismo año que un joven Jean Jaurès se convertía en el primer diputado socialista en Francia. En España, el PSOE de Pablo Iglesias vio la luz en 1879 y el sindicato UGT en 1888. De los despojos de la confrontación entre anarquistas y socialistas en la AIT, estos últimos fundaron, en 1889, la poderosa Segunda Internacional, cuando aún la división entre socialistas gradualistas y revolucionarios solo se intuía.


    La Iglesia católica es quien mejor entendió la profundidad y los efectos que podía tener el problema social, a partir de mediados del siglo xix. El papa Pío IX (1846-78) expresó el doble malestar y el desconcierto que sufría la Iglesia ante el triunfo del liberalismo y los cambios de todo tipo inherentes a las sociedades industriales. La encíclica que publicó en 1864, Quanta Cura, condenaba, todavía, el laicismo y el liberalismo como formas de pensamiento que disolvían la sociedad tradicional y convertían en menor el papel de la religión y de la Iglesia, además de fomentar una ética puramente materialista. Un planteamiento doctrinario con un largo recorrido en las décadas siguientes en Europa y que tuvo en la obra del catalán Félix Sardá i Salvany uno de sus máximos publicistas, especialmente con el libreto, de 1884, que lleva el elocuente título de «El liberalismo es pecado».


    La encíclica de Pío IX expresa también la preocupación por la disolución de la sociedad tradicional que el mundo industrial comportaba, con unas clases populares que se alejaban de la influencia y la moral religiosa de manera rápida. A pesar de condenar el socialismo y acusarlo de querer sustituir la providencia divina por el Estado, se hacía eco de unas situaciones de injusticia que no se podían resolver solo con el recurso a la caridad y a la beneficencia. Creía que se tenían que recuperar los aspectos morales en la relación entre capital y trabajo. Marcó el inicio del que sería el movimiento del catolicismo social. Una corriente que tuvo una especial importancia en Alemania, de la mano del obispo de Maguncia, Wilhelm Ketteler, el cual criticaba la situación social de los trabajadores abogando por el asociacionismo obrero para conseguir mejoras salariales, disminución de la jornada laboral y la eliminación del trabajo infantil. Defensor de una sociedad corporativista, Ketteler impulsó la creación del Zentrum en 1871, partido nacido para defender la minoría católica en la nueva Alemania unificada y que asumió unos postulados sociales que, siendo determinantes en el Parlamento alemán, pudo imponer a Bismarck y convertirse en un claro precedente de estado asistencial.


    Un paso más allá irá, ya hacia finales de siglo xix, el papa León XIII con la encíclica Rerum Novarum de 1891, que significó la formulación de la doctrina social de la Iglesia. La descristianización y las influencias socialistas habían avanzado mucho entre los trabajadores. Sin abandonar el corporativismo, matizaba mucho la crítica al liberalismo que circunscribía solo algunos aspectos, reclamando un intervencionismo estatal que garantizara un cierto grado de justicia social, así como una movilización católica en pro de la creación de asociaciones obreras de este signo y de su implicación social y política. Significaba el punto de partida en el nacimiento de los partidos democratacristianos. Muchos años después, Pío XI, en 1931 y con la encíclica Quadragesimo Anno, reforzaba y renovaba estos planteamientos.


    1.2. El liberalismo progresista


    De manera paralela al liberalismo clásico, que hace del individualismo, de la propiedad privada, del talento y del esfuerzo el motor de la sociedad y atribuye a la responsabilidad individual las desigualdades sociales y la pobreza, se desarrollará una corriente liberal de signo progresista, llamada liberalismo radical. Un término que puede resultar confuso con el liberalismo extremo, o neoliberalismo, con el que tiene poco que ver. El adjetivo hace referencia al sentido de ir a las raíces. Esta corriente «radical», a pesar de asumir los principios de libertad y responsabilidad del liberalismo clásico, abogaba por una igualdad de oportunidades que fuera más allá de la igualdad jurídica y por la responsabilidad del Estado a la hora de crear las condiciones para el desarrollo de la individualidad. Una corriente de liberalismo «social», fundamentalmente anglosajón, que iría de Thomas Paine a John Rawls, pasando por Bentham, Stuart Mill, Marshall o Dewey. Una vía llamada también progresista que en Gran Bretaña se conocería con el apelativo de liberalismo moderno o new liberalism (nada que ver con el neoliberalismo) y que en Estados Unidos merecerá la forma peyorativa que toma en aquel país el término «liberal».


    El revolucionario y publicista norteamericano Thomas Paine (1737-1809) es quien pone en marcha el pensamiento crítico en pro de un liberalismo social creando la doctrina del sentido común (common sense). Paine, hijo de familia humilde y que murió en la extrema pobreza, participó en la creación de Estados Unidos y en la Revolución francesa. Fue quién primero planteó que los problemas sociales eran competencia de cualquier Estado bien constituido y que, ponerle remedio, era la obligación de los gobiernos. Consideraba la guerra uno de los grandes males sociales, y que el segundo problema que había que afrontar era la pobreza. Una pobreza que él no entendía como el resultado de la fatalidad natural o de la irresponsabilidad de quien la sufría, sino como una consecuencia del mal gobierno. Muy avanzado a su tiempo, planteaba suprimir los impuestos a los necesitados y establecer una fiscalidad progresiva con la cual el Estado pudiera socorrer a los pobres. En su plan para acabar con la pobreza, contemplaba un incipiente sistema de seguridad social con ayudas familiares, pensiones de vejez, subsidios para los parados y educación popular. Consciente del carácter socialmente redistribuidor de la fiscalidad progresiva, consideraba incluso la creación de un fondo nacional para ayudar los jóvenes a emanciparse, y anticipando temas absolutamente contemporáneos, introdujo el concepto de la «renta mínima garantizada».


    En Gran Bretaña, el distanciamiento en relación con los padres del liberalismo tuvo unos inicios más teóricos que aplicados. Es el utilitarismo de Jeremy Bentham con su ética pragmática, que tenía el objetivo de lograr «la mayor felicidad para el mayor número de personas», el que abre el camino al liberalismo social. A partir de ahí, John Stuart Mill (1806-1873) fue más allá y lo formalizó en el terreno de la economía. Stuart Mill se convirtió en una pieza fundamental para dar rigor explicativo y metodológico al liberalismo radical. Partiendo del utilitarismo social evolucionó hacia la defensa del intervencionismo estatal redistribuidor, con el fin de disminuir las penurias de una parte de la sociedad. Para él, el desarrollo individual no se produce de manera aislada, sino de acuerdo con el progreso global de la sociedad. La construcción del individuo es, pues, una empresa colectiva. La igualdad no puede ser solo jurídica, al Estado le corresponde asegurar una verdadera igualdad de oportunidades. Sus Principios de política económica, de 1848, influyeron notablemente en la política británica de la segunda mitad del siglo en lo relativo al creciente intervencionismo estatal.


    En la línea de este individualismo social, emerge el pensador inglés Thomas Hill Green (1836-1882) con su liberalismo organicista expresado en Los principios de la obligación política, que asociaba la realización individual con el papel activo del Estado. Abogaba para que este eliminara la pobreza y protegiera a los incapacitados, los enfermos o los parados, además de evitar los monopolios económicos y la excesiva concentración de la riqueza.


    A partir de Hill, y en parte gracias a él, aparecerá en Gran Bretaña el new liberalism, que significó no solo una aportación teórica sino también un proceso de cambio en el Partido Liberal británico de Lloyd George y de Asquith. El sociólogo y político Leonard Trelawny Hobhouse (1864-1929) fue quien conceptualizó fundamentalmente esta evolución teórica que contemplaba una mayor interrelación entre la dimensión individual y la esfera social. Para él, la libertad no existe si no la garantiza el Estado y para hacerlo tiene que asegurar unas condiciones de vida mínimas a los ciudadanos. En los derechos fundamentales del liberalismo introduce derechos sociales como la educación, la sanidad o las prestaciones sociales. Precursor del consenso del Estado de bienestar abogó por una acción conjunta de liberales y laboristas en Gran Bretaña, para hacer posible un Estado más social.


    En el campo de la economía, resultará extremadamente importante la figura de John A. Hobson (1858-1940), que prefigurará Keynes, habiendo introducido ya en La fisiología de la industria en 1898 la teoría del subconsumo, donde argumentaba que la de­sigual distribución de la riqueza y unos salarios en el umbral de la subsistencia eran los responsables de que la demanda no pudiera absorber la oferta y que hubiera un exceso de ahorro. Considera este el móvil para la expansión imperialista británica en busca de mercados y de nuevos ámbitos donde invertir, hecho respecto del cual se mostrará extremadamente crítico. Entendía, pues, el colonialismo como el resultado de un determinado grado de crecimiento capitalista que había comportado un bajo nivel adquisitivo de buena parte de la población de la metrópoli. Una idea, por cierto, que hará suya Lenin y desarrollará en el libro El Imperialismo, fase superior del capitalismo.


    El sociólogo Thomas H. Marshall (1893-1981) fue quien, en Gran Bretaña, conectó esta tradición liberal de contenido social, con el desarrollo del Estado de bienestar propiamente dicho a partir de 1945. Dedicado a reflexionar sobre el concepto de ciudadanía, Marshall establecía que para que esta fuera plena se tenían que desarrollar tres tipos de derechos: civiles, políticos y sociales. Consideraba que los dos primeros tipos ya estaban logrados (al menos en Gran Bretaña), pero que había que desarrollar los terceros para subir un nuevo peldaño civilizador. Unos derechos sociales que, en su formulación moderna, eran universales y, por lo tanto, no vinculados a ninguna clase social, ni exclusivamente al hecho de encontrarse en estado de necesidad. Un concepto que asumirán algunos de los procesos de creación del Estado de bienestar, pero no todos.


    En Norteamérica, esta línea de liberalismo progresista iniciada por Paine tuvo continuidad con el filósofo y pedagogo John Dewey (1859-1952), uno de los académicos impulsores y asesores del presidente Roosevelt en el new deal. Resaltaba la responsabilidad del Estado en garantizar la educación de los individuos, convencido, como otros, de que el individualismo del liberalismo clásico se tenía que socializar. El filósofo, profesor de Harvard y asesor de Bill Clinton, John Rawls (1921-2002) culminó de manera brillante esta corriente de pensamiento. Desde la filosofía moral, creía que la noción de justicia requería de un contrato social donde, además de la garantía del derecho a la libertad, se asegurara la igualdad de oportunidades actuando sobre las desigualdades sociales y económicas, y beneficiando los más desfavorecidos. En Teoría de la justicia, de 1971, Rawls argumenta que se pueden casar los principios de libertad y de igualdad, en la medida que se entienda la justicia como equidad. El ejercicio de la libertad requiere de un complemento igualitario que solo el Estado puede asegurar.


    Toda esta tradición y corriente de pensamiento liberal de signo social, esencialmente anglosajona, se convertirá en fundamental para construir el consenso político y doctrinario del Estado de bienestar cuando acabe la Segunda Guerra Mundial. Sin esta formulación, que contempla la justicia social a partir de la cultura individualista del liberalismo, el concepto del Estado de bienestar habría sido aceptado solo, o casi, por la tradición socialdemócrata y probablemente esto lo habría hecho inviable desde el punto de vista político. No es anecdótico que en Gran Bretaña el arquitecto fundamental de la construcción del Estado de bienestar fuera un liberal como William Beveridge. Hacía falta, pues, un liberalismo que creyera en la universalización de las libertades liberales al conjunto de la ciudadanía, confiando en el Estado para proporcionar las condiciones y las oportunidades suficientes para disfrutarlas. Un liberalismo que entendió que sin un cierto grado de igualitarismo era imposible la armonía social imprescindible para que reinara la libertad y la seguridad. Lógicamente, esta posición hizo que fueran y sigan siendo acusados, desde la ortodoxia liberal clásica, de traidores.


    1.3. Paternalismo y políticas sociales de los estados totalitarios


    Los regímenes totalitarios, que se impusieron en algunos países europeos en los años veinte y treinta del pasado siglo, pusieron en práctica algunas formas de protección social que han quedado en el imaginario colectivo como épocas donde los trabajadores dispusieron de unos ciertos niveles asistenciales, previos al establecimiento formal del Estado de bienestar. Ciertamente significaron procesos bastante peculiares de dotar de seguridades a la población, con unas finalidades y unas formas, cuando menos, perversas. La crisis y la destrucción de los sistemas liberal-democráticos, trajo al poder en Italia y Alemania organizaciones políticas que, más allá de un programa antidemocrático, de partido único, patriótico y de expansión territorial, no disponían de un proyecto detallado y concreto de lo que pensaban hacer en el campo económico y social. De hecho actuaron, especialmente el fascismo en Italia, de manera contradictoria e incoherente en el campo de la política económica. En Alemania, el mismo Hitler presumía de no tener un programa económico concreto. Antiliberales por definición y habiendo subido al poder con el apoyo de una parte importante de la clase obrera, su discurso era confusamente anticapitalista (aunque de manera bastante matizada e inconcreta) y con veleidades socializantes. Ciertamente, el debate sobre la naturaleza política de estos movimientos y sobre a qué intereses servían continúa abierto. Es bastante evidente que el temor al «peligro rojo» había catapultado a los sectores económicos dominantes, tanto en Italia como en Alemania, al menos en parte, a apoyar social y económicamente unas opciones totalitarias que, aunque imprevisibles, les podían garantizar un cierto grado de orden social aniquilando las organizaciones obreras, sindicales o políticas. Cuando las élites hicieron la apuesta en favor de los partidos totalitarios, estos pasaron de ser organizaciones relativamente marginales a la toma del poder político. Sin el apoyo y el dinero de Siemens, Krupp, Thyssen o BMW no se entendería el triunfo de Hitler, como también contribuyeron la aquiescencia política del Zentrum y del conservadurismo alemán. En Italia la Fiat, Pirelli y la patronal Cofindustria estuvieron con el fascismo. También podríamos citar el papel de la familia March o de Francesc Cambó en la financiación del levantamiento franquista en España. Las grandes empresas industriales, al aliarse con el totalitarismo del poder, perdieron gran parte de su autonomía pero, sin duda, al ceñirse a las directrices del Estado se ahorraban la presión sindical una vez desarticuladas las organizaciones obreras y obtenían contratos muy beneficiosos, especialmente cuando el Estado optaba por la militarización y la economía de guerra.


    A pesar de que se considera el nazismo alemán bastante más autónomo respecto de las fuerzas económicas que el fascismo italiano, dado que este a pesar de la verborrea totalitaria es bastante más frágil en relación con los grandes propietarios agrícolas y a los grandes industriales, ambos sistemas comparten algunas características comunes en cuanto a políticas económicas y sociales. El estatismo sustituía el laissez-faire liberal. El intervencionismo en economía era visto de manera positiva. Mussolini lo clarificaba cuando afirmaba «todo con el Estado, nada fuera del Estado». Lógicamente, los dos sistemas compartían la liquidación del movimiento obrero organizado tanto en el terreno sindical, como en el político. Una disolución que iba más allá del aspecto meramente jurídico de la cuestión poniendo en práctica la aniquilación de los dirigentes sindicales y de partidos de izquierda, los cuales fueron a prisión, estrenaron los campos de concentración o, sencillamente, fueron eliminados físicamente. El móvil de esta represión obrera tenía fundamentos ideológicos, pero sin duda también un fuerte componente práctico desde el punto de vista empresarial, que era acabar con las huelgas de trabajadores y con las negociaciones colectivas en el ámbito laboral. Un hecho que el propio primer ministro inglés Wiston Churchill, de visita en Italia en 1927, juzgó positivamente como forma de luchar contra la subversión y conseguir estabilidad social considerando también la posibilidad de ametrallar trabajadores como método para acabar con las huelgas. La combinación de paternalismo y autoritarismo respecto a las clases populares es también un distintivo común entre la Italia de Mussolini y la Alemania de Hitler, quienes focalizaban la proporción de ocupación aunque fuera encuadrando a los obreros en sus fuerzas de asalto o tasando los precios de los productos básicos, hecho que les dio popularidad y aceptación. El corporativismo como forma de organización social y económica también será una característica común de estos dos países, con diez años de distancia en su aplicación. Este aspiraba a una falsa compatibilidad entre los intereses del capital y del trabajo, bajo la égida del estado totalitario. El discurso patriótico consistía de someter los intereses individuales a los de la Nación, de un líder que gobernaba con mano de hierro al servicio de «todos» los ciudadanos y que apelaba a un igualitarismo meramente efectivo en el terreno de lo simbólico.


    En Italia, dado que el fascismo llegó al poder en un contexto de crisis política e institucional de posguerra y no en el marco de la Depresión de los años treinta como en Alemania, se puede permitir como ejemplo de su escasa coherencia practicar durante los primeros años una política económica liberalizadora, a satisfacción del empresariado, privatizando los grandes monopolios estatales y reduciendo los impuestos. Esta política, notoriamente fracasada, había sido inspirada en los planteamientos del reputado economista creador de las «curvas de indiferencia», Vilfredo Pareto. Una política a la que se imprimirá un cambio importante a partir de las leyes de Rocco de 1926 y de su Carta di lavoro. Se instituía el estado corporativo, creando veintidós grandes corporaciones que reúnen a empresarios y trabajadores en cada uno de los sectores de actividad productiva. Este giro no se hacía contra los grupos industriales, sino con ellos, puesto se que partía de un acuerdo firmado entre el Gobierno y la Cofindustria. Un sistema de sindicalismo vertical que después incorporará la Alemana nazi o la España franquista con el «fuero del trabajo» de 1938. Se perdía el derecho de huelga pero se ganaba el salario mínimo, la congelación del precio de los alquileres de viviendas, ayudas a las familias numerosas para fomentar la natalidad, se creaba un sistema de seguros sociales obligatorios para proteger ante la enfermedad, la invalidez o la vejez, se regulaban los horarios laborales y el derecho a las vacaciones… Sin duda, este sistema de protecciones aportaba una cierta dosis de paz social y, allá donde no llegaba la convicción, siempre se podía recurrir a la represión. No es extraño pues, que algunos sectores de la derecha política europea pensaran, al menos durante la primera década del fascismo italiano, que este podía ser un modelo político válido para lograr la estabilidad y el control de unas sociedades convulsas después del triunfo de la revolución bolchevique en Rusia. Se admiraba, sobre todo, la capacidad de liderazgo del Duce.


    Un Francesc Cambó comprensivo con la dictablanda de Primo de Rivera en España, enaltecía en artículos periodísticos y en su libro Las Dictaduras de 1929, el modelo corporativo, asistencial y político de Benito Mussolini. Prueba del escaso rigor económico del fascismo italiano es cómo Mussolini se embarcó en «las grandes batallas» patrióticas, algunas de las cuales tuvieron efectos catastróficos sobre la economía italiana, como fue el caso de la «batalla del trigo» que pretendía conseguir la autosuficiencia en este cereal, hecho que afectó muy negativamente a la agricultura italiana. Pero fue, especialmente, la «batalla de la lira» con una revaluación propagandística de la moneda la que acabó de manera repentina con las exportaciones italianas, sumiendo a su industria en una crisis demoledora ya antes de que la crisis económica internacional y la Depresión acabaran por rematarla. Las medidas populistas a menudo están reñidas con la lógica de la economía. La salida fue plantear una economía de guerra, con rearme, remilitarización, sustitución de importaciones y racionamiento de productos básicos, un proceso que llevaba inexorablemente a la expansión exterior.


    La subida al poder de Hitler se produjo en el marco, y en parte debido a esto, de los especiales efectos que tuvo la crisis de 1929 en Alemania. Un país que no había superado las consecuencias de la derrota de la Primera Guerra Mundial y los efectos humillantes del Tratado de Versalles; que había malvivido en los años veinte pagando unas indemnizaciones de guerra draconianas a Francia, deudora de los préstamos y de las inversiones norteamericanas, y con el orgullo herido por la mala gestión de una débil e inestable república de Weimar. El contagio de la crisis americana hundió el sistema productivo alemán y el número de parados se eleva hasta los doce millones de personas. Cifra que disminuyó rápidamente con políticas de fomento de la industria a partir de los pedidos estatales, con los planes de obras públicas y con el encuadre en los grupos de asalto y en el ejército. A pesar de todo, entre 1933 y 1936 el nazismo intentó dar confianza a la élite económica, nombrando como responsables de economía a un experimentado Hjalmar Schacht, que había sido presidente del Reichsbank en los años veinte, y a Fritz Reinhardt, que aunque nazi desde el primer momento, era un reputado economista. Estos practicaron una política keynesiana de estímulo a la economía mediante inversión pública que se financiaba con déficit, a la vez que con un imaginativo sistema de bonos pseudomonetarios para controlar la inflación. El encuadre corporativo de empresarios y trabajadores en el Frente Alemán del Trabajo (DAF), aunque no fuera la superación de la lucha de clases que se pretendía, aseguraba paz social y salarios bajos. En 1936, la crítica a la autarquía y el intervencionismo estatal por parte de Schacht supuso su relevo y la implantación de, ahora de manera única y descarnada, una auténtica economía de guerra de la mano de uno de los jerarcas nazis más influyentes, como es el caso de Hermann Göring. Este activó la remilitarización con la excusa de acabar con el paro y preparó la expansión exterior. La frase «Alemania apuesta por los cañones y no por la mantequilla» define bien su enfoque económico y el inicio de un proceso de saqueo organizado de las industrias de las zonas ocupadas. A nivel social, el nazismo, además de abordar el tema de la ocupación, tasó el precio de productos populares, fomentó el acceso al automóvil con el Wolkswagen (el mítico escarabajo), creó zonas de vacaciones populares y promovió actividades culturales y deportivas para las clases trabajadoras. Que gran parte de los trabajadores alemanes acabaran muertos en los campos de batalla de la Segunda Guerra Mundial supuso la culminación de unas políticas sociales puramente funcionales y propagandísticas.


    1.4. El new deal de Roosevelt


    El new deal de Roosevelt no es tanto un precedente del Estado de bienestar en Estados Unidos, como el periodo en la historia americana en que ha habido más coberturas, más asistencia social y un mayor intervencionismo del Estado en relación con su economía. En un país donde se impuso ya en el siglo xix la versión más individualista del pensamiento liberal, reforzada por el triunfo de unas corrientes religiosas protestantes que hicieron de la responsabilidad individual su mayor signo de identidad, el establecimiento de un Estado social para hacer frente a la Depresión económica de los años treinta no deja de ser una anomalía. El plan de Roosevelt no respondió a un proyecto político específico ni a convicciones ideológicas o políticas. Fue una respuesta, bastante improvisada y contradictoria a una situación de emergencia, en la que tres años después de iniciarse la gran crisis, la desarticulación del sistema productivo se había agravado y los niveles de paro eran difícilmente soportables. El nuevo equipo del Partido Demócrata optó por medidas de choque para responder a una situación que se había vuelto descontrolada e ingobernable.


    El crack del 1929 significó el final de un periodo de expansión en Estados Unidos y Europa después de la Primera Guerra Mundial, que se había asentado sobre bases poco sólidas y arrastraba problemas estructurales notables y que gracias al fácil recurso al crédito se había sostenido de manera ficticia durante años. Una «apoteosis barroca del dinero», en palabras del socialista catalán Raimon Obiols, que había convertido la bolsa más en una sala de juego que en un parquet financiero. Todo el mundo invertía o jugaba, tanto financieros como amas de casa, en un gran montaje piramidal donde los bancos, exentos de toda prudencia, daban crédito para invertir o compraban directamente. Una euforia alcista en la que el dinero había desplazado al papel, que en nada reflejaba la situación real de las empresas cotizadas, que justamente acumulaban un exceso de existencias gracias también al crédito bancario. Al final, la lógica de la economía real se impuso frente a la economía financiera. El pánico y las quiebras bancarias hicieron el resto. No es de extrañar que, al deshacerse el castillo de naipes, la gente perdiera sus ahorros y afloraran deudas e inversiones a corto plazo que algunos empleados habían hecho con fondos de las empresas donde trabajaban. Que algunos no vieran más salida que tirarse del puente de Brooklyn no fue sino la metáfora del final de una época. Que la cotización del gigante de la automoción Chrysler cayera de 135 a 5 enteros o la de la compañía hegemónica del acero U.S. Steel de 250 a 22 indujo a creer que el mundo se hundía. La banca, que había jugado un papel clave en los orígenes de la crisis por la inflación del crédito, volvía a ser decisiva ahora en su profundización. La venta masiva de títulos precipitó la bajada bursátil, que acentuó la morosidad y la retirada de depósitos, hechos que forzaron la venta de participaciones industriales y a la vez la retirada del crédito a las empresas, la mayoría de las cuales vivían notablemente apalancadas. El resultado fueron quiebras bancarias y cierre de empresas a mansalva. La crisis financiera contagió la economía y la sociedad. La caída de la actividad productiva y el crecimiento del paro fueron sus consecuencias más evidentes. Lo que para algunos era solo una crisis financiera debida a la falta de control y regulación de un sistema bancario minifundista que no practicaba ni las dotaciones ni las garantías de depósito; y que para otros era una crisis cíclica del sistema capitalista después de un gran periodo de expansión que había de servir para limpiar el mercado de empresas ineficientes, se convirtió finalmente en una gran crisis estructural en la que se combinaban dramáticamente la sobreproducción y el subconsumo.


    Al final de la Primera Guerra Mundial, la producción industrial y también la agrícola habían crecido de manera casi exponencial. Los contendientes reconvirtieron sus industrias armamentísticas hacia la producción de bienes de consumo, incorporando adelantos tecnológicos que mejoraban notablemente la productividad. Durante la guerra, muchos países no participantes se habían industrializado o habían aumentado considerablemente su capacidad productiva, gracias a la oportunidad de cubrir el desabastecimiento de las viejas potencias industriales. Este fue el caso de Brasil, Argentina, Sudáfrica, Canadá, Australia y también el de Cataluña. Ahora la capacidad global de producción era muy superior tanto cuantitativa como cualitativamente. La producción de bienes de consumo masivo vinculados al uso doméstico de la electricidad y al estímulo de la publicidad, apaciguó la sobreproducción durante unos años de autosatisfacción colectiva que serían conocidos como «los felices años veinte». Había nacido el fenómeno de la sociedad de consumo.


    Una situación similar se daba en el sector agrario, donde las innovaciones tecnológicas derivadas de la tractorización del campo, los abonos químicos y las mejoras fitosanitarias habían multiplicado la producción. El subconsumo en este ámbito era también, en los años veinte, un fenómeno creciente.


    La desigualdad en la distribución de la renta avanzaba con rapidez en un país, Estados Unidos, donde no había posibilidad de reequilibrio sindical y donde los ingresos de las treinta y seis familias más ricas igualaban los del 42% de la población más pobre, a pesar de que los flujos continuos de población inmigrante podían maquillar el dato, al menos en términos agregados. Al final, una evolución tan desigual entre la oferta y la demanda tenía que llevar inexorablemente a un colapso del que costaría mucho salir. La reacción del presidente norteamericano, el republicano y especulador bursátil Herbert Hoover, al estallar la crisis no ayudó mucho, pues no fue capaz de captar la magnitud de la tragedia y tomó medidas contraproducentes como apostar por el proteccionismo.


    Llegaba pues Roosevelt al poder, a finales de 1932, rodeado de un equipo de prestigiosos universitarios, el brain trust, donde abundaban los académicos reclutados en la Universidad de Columbia por el asesor e ideólogo de Roosevelt, Raymond Moley, entre los que destacaba el economista Rexford Tugwell. A partir de 1935, y a medida que una parte del equipo asesor desconfiaba del excesivo intervencionismo aplicado hasta el momento, el brain trust empezó a reclutar asesores en la Universidad de Harvard. El equipo del presidente también contó con personajes bastante dudosos, como el militar Hugh Samuel Johnson, notorio alcohólico y seguidor del corporativismo fascista italiano.


    Las primeras medidas del programa de «nuevo reparto» que el equipo de Roosevelt puso en marcha, eran de choque e intentaban paliar los efectos de la crisis de manera urgente. Se centraban básicamente en una reforma bancaria que fomentaba la concentración, dejaba morir los bancos irrecuperables y proporcionaba fondos a los que eran viables; pero también, dotaban de asistencia social urgente a los que sufrían de manera más dramática la crisis y asistían a los parados. En este sentido se impulsó un gran plan de obras públicas para crear ocupación y para ayudar a la economía privada a ser más competitiva. El ejemplo más evidente de esto fue el proyecto global de Tenesee Valley, que intentaba sacar del atraso una de las zonas más deprimidas de Estados Unidos a base de presas hidroeléctricas y promoción turística. Finalmente, y para facilitar el relanzamiento exterior del comercio, se devaluó el dólar y se abandonó el patrón-oro.


    De acuerdo con la divisa de relief, recovery and reform, Roosevelt y su equipo decidieron acometer reformas estructurales y optaron por una mayor implicación del Estado en la economía. Algunos asesores habían visitado la Unión Soviética y habían vuelto convencidos de una cierta bondad de la planificación económica, si esta se combinaba con el funcionamiento del mercado. Este era el caso de John Dewey. La primera reforma de fondo que llevaron a cabo fue la de la agricultura. La creación de la Agricultural Adjustement Administration (AAA) tenía como objetivos subvencionar la reducción y el abandono de explotaciones, incentivar la adopción de nuevos cultivos más remuneradores, disminuir los stocks y valorizar los precios agrícolas. Una política, que a pesar de tener bastante éxito, generó fuertes críticas al new deal, puesto que en época de tantas penurias, pagar a los agricultores por cosechas quemadas era difícil de aceptar por una parte de la ciudadanía y por algunos economistas.


    La intervención de mayor calado y que dará pie a una mayor controversia se producirá en el ámbito industrial con la creación de la National Industry Recovery Administration. La NIRA será la institución que asumirá el despliegue del plan de obras públicas y se encargará de reorganizar la actividad industrial en base a la concertación de las empresas, para aumentar la eficiencia industrial y los salarios, reducir la jornada laboral y recuperar el nivel de los precios. Esta política contenía elementos de despliegue de un sector público de la economía, a la vez que fomentaba un cierto corporativismo entre capital y trabajo, desconocido en Estados Unidos. Hacía falta, pues, legalizar los sindicatos y así se hace con la Wagner Act de libertad sindical, que se complementó más tarde con la Fair Labor Standards Act que regulaba el salario mínimo, la jornada laboral, la edad de jubilación y la limitación del trabajo infantil. Se reconocía, finalmente, el papel equilibrador de los sindicatos en relación con los salarios y a la capacidad adquisitiva, que tenía que promover la recuperación de la demanda interna. La concertación a través de los códigos del trabajo y de la industria, elaborados por representantes empresariales y sindicales, supondría un primer antecedente de los convenios colectivos por sector de actividad. Pero esta concertación no acababa aquí, y se pretendía que las empresas industriales de un mismo sector acordaran el aprovisionamiento de materias primas y controlaran los precios, legalizando de facto los cárteles, en un país que tenía desde el siglo xix una clara legislación anti-trust. Una parte del empresariado, representado por Henry Ford, no compartía este intervencionismo que consideraba vulnerador de la libertad de mercado y la competencia, a pesar de que otra parte de los industriales, encabezada por Gerard Swope de General Electric, sí que la apoyaba. El Tribunal supremo compartirá la opinión de los primeros y declaró la NIRA anticonstitucional. A pesar de este revés, Roosevelt continuó esta política, con algunas limitaciones y sin contar con esta institución.


    La lucha contra el paro fue uno de los aspectos cruciales del new deal. En 1932, el nivel de paro era del 25%. Fueron diversas las instituciones y programas destinados a combatir la cara más amarga de la Depresión. Roosevelt delegó esta responsabilidad a uno de los colaboradores más antiguos y más cercanos, Harry Hopkins. Programas como el «Civilian conservation corps», que movilizó a 250.000 jóvenes en trabajos de conservación medioambiental, tuvieron un gran impacto. Para coordinar los planes de ocupación de las obras públicas, se acabó por crear la Works Progress Administration. Se calcula que, durante estos años, la administración norteamericana creó unos cuatro millones de puestos de trabajo. Pero al empezar la Segunda Guerra Mundial, ni la estructura productiva ni los planes gubernamentales habían podido absorber cerca de diez millones de parados.


    Uno de los aspectos más controvertidos fue la creación de un sistema de seguridad social, con un fuerte debate sobre si el sistema se tenía que financiar solo con las aportaciones de empresas y trabajadores o bien también con recursos públicos. El sistema que se establece en la Social Security Act de 1935 era mixto y bastante copiado del fascismo italiano, tenía un nivel muy básico de cobertura (prácticamente, solo de pensiones) y quedaban fuera la enfermedad y la invalidez. Aun así, para muchos todavía era excesivo.


    Hay un cierto consenso al considerar que el éxito del new deal fue bastante relativo. Sin duda, palió los efectos del crac del 29 y moderó la Depresión a niveles socialmente soportables gracias a la creación de ocupación, al establecimiento de programas sociales y a una cierta recuperación de confianza de la ciudadanía después del choque de 1929. En cambio, la recuperación productiva fue bastante leve. La producción industrial en 1938 apenas había logrado el nivel de 1929 y el paro no bajó del 17%, debido, en parte, a que la población activa había aumentado estos años en más de tres millones de personas.


    Aunque parezca un contrasentido, será la Segunda Guerra Mundial la que recuperará definitivamente la economía norteamericana. Los pedidos industriales derivados de un grandioso presupuesto de defensa en el periodo bélico dieron un gran impulso a la economía y consiguieron acabar con el paro, en parte por la demanda de trabajadores en la industria y en parte por el alistamiento militar. Hay quien dice que fue Pearl Harbor, y no los programas del new deal, el que acabó con la desocupación en Estados Unidos.


    Roosevelt, orador brillante y político pragmático, entendió siempre su proyecto de los años treinta como producto de la necesidad, más que como el resultado de convicciones sociales arraigadas. Creía que la libertad individual requería de una cierta seguridad económica, pero era poco partidario de un intervencionismo estatal excesivo a largo plazo. Quemó a sus colaboradores de manera continuada, y algunos de ellos se convirtieron en sus mayores detractores, como el mismo Robert Moley, máximo asesor del equipo inicial. Muchos de sus críticos lo tildaron de socialista e intentaron desmontar la imagen del mito, como fue el caso de los periodistas John T. Flynn y más adelante de Garet Garret, que creían que con Roosevelt los americanos renunciaban a la libertad por el socialismo.


    Uno de los mitos más establecidos en este periodo es la influencia de Keynes en el programa de Roosevelt, que en realidad se dio solo de manera indirecta, a través de la escuela económica de los conyunturalistas, que lo asesoraban. Uno de estos fue el académico de Harvard, Alvin Hansen, profesor de Samuelson y de Tobin, que se preocupará por la relación entre la inversión y el ahorro y por la necesidad de la intervención pública para estimular la demanda, tal y como planteaba Keynes en su Teoría general, publicada en 1936. Keynes criticó el conservadurismo fiscal de Roosevelt, porque consideraba que impedía una inversión pública suficiente para desarrollar los programas del new deal. De la única ocasión en que se vieron personalmente Roosevelt y Keynes, el presidente comentó que no había entendido para nada al economista.
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